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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
13354 LEY ORGÁNICA 7/2002, de 5 de julio, de

reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presenten vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley Orgánica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Con frecuencia se advierte que los Senadores y Dipu-
tados no tienen conocimiento previo de procedimientos
que les afectan y lo adquieren a través de la solicitud
del suplicatorio o de los medios de comunicación. En
otras ocasiones conocen de la existencia del procedi-
miento pero no saben exactamente de qué se les acusa,
porque no se les ha dado copia de la denuncia o querella,
no se les ha permitido tomar conocimiento de las actua-
ciones, declarar ante el Juez, proponer pruebas y ejercer
los demás derechos comunes de cualquier imputado.

Las situaciones indicadas hacen de peor condición
a los Senadores y Diputados en el ejercicio de los dere-
chos y garantías de defensa que el artículo 24.2 de la
Constitución reconoce a todos en el ámbito penal. Ade-
más, facilita la remisión no justificada al Tribunal Supre-
mo de procedimientos que afectan a los aforados y la
consiguiente elevación de suplicatorios, que podrían evi-
tarse si aquéllos hubieran podido ofrecer su versión de
los hechos. Así, se alienta la presentación de querellas
o denuncias maliciosas, que buscan la repercusión
mediática derivada de la solicitud de suplicatorio y de
la intervención del Tribunal Supremo.

Los anteriores inconvenientes podrían remediarse
estableciendo expresamente la aplicación de lo estable-
cido en el artículo 118, párrafo segundo, de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, a los Senadores y Diputados,
de suerte que deba ponerse inmediatamente en su cono-
cimiento la admisión de una denuncia o querella y cual-
quier actuación procesal de la que derive la imputación
de un delito. Se establecería también expresamente la
facultad de asumir la condición de parte, tomar cono-
cimiento de todas las actuaciones y obtener copia de
dicha denuncia o querella, en su caso; declarar volun-
tariamente ante el Juez, aportar documentos, proponer
pruebas y participar en las diligencias probatorias.

La anterior propuesta no vulnera lo dispuesto en el
artículo 71.2 de la Constitución española, puesto que
la atribución del estatuto de «imputado» no requiere de
suplicatorio y la autorización parlamentaria se precisa
tan sólo para «inculpar» o «procesar», pero no para
imputar.

La propuesta tiene un antecedente parcial en la prác-
tica seguida por la Sala Segunda del Tribunal Supremo

de admitir la declaración voluntaria del aforado, asistido
de abogados y representado por procurador, sin nece-
sidad de elevar suplicatorio a las Cámaras.

La regulación de la propuesta evita el riesgo de auto-
rizar una primera instrucción por el Juez que inicialmente
conoció del proceso, que podría desembocar en una
«inculpación material» del aforado, vulnerando tanto el
fuero del parlamentario (artículo 71.3 CE) como la garan-
tía de la inmunidad (artículo 72.2).

Por todo ello se propone la redacción de un nuevo
artículo de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Artículo único.

Se introduce un nuevo artículo 118 bis en la Ley
de Enjuiciamiento Criminal, con la siguiente redacción:

«Artículo 118 bis.

Del mismo modo que en el artículo anterior se
procederá cuando se impute un acto punible contra
un Diputado o Senador, los cuales podrán ejercitar
su derecho de defensa en los términos previstos
en el artículo anterior, y todo ello sin perjuicio de
lo previsto en el artículo 71.2 y 3 de la Constitución
española.»

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley Orgánica.

Madrid, 5 de julio de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

13355 LEY 32/2002, de 5 de julio, de modificación
de la Ley 17/1999, de 18 de mayo, de Régi-
men del Personal de las Fuerzas Armadas, al
objeto de permitir el acceso de extranjeros
a la condición de militar profesional de tropa
y marinería.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La actual situación de España, en sus aspectos social,
económico, jurídico y político, convierten a nuestro país
en objetivo atrayente para numerosos extranjeros que
desean, por diversas razones, trasladarse a vivir entre
nosotros y ejercer una actividad de carácter profesional.
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Este fenómeno de la inmigración, regulado en esencia
en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre dere-
chos y libertades de los extranjeros en España y su inte-
gración social, modificada por la Ley Orgánica 8/2000,
de 22 de diciembre, no sólo necesita una disposición
solidaria de la sociedad española, sino que además impo-
ne un esfuerzo común de todos los poderes e institu-
ciones públicos. A este esfuerzo no han de quedar ajenas
las Fuerzas Armadas. Ello supondrá, por otra parte, lograr
un cierto incremento —en todo caso no muy significa-
tivo— en la base de reclutamiento. Ello requiere la adop-
ción de las medidas legales oportunas a fin de levantar
la prohibición de que nacionales de otros países puedan
formar parte de nuestras Fuerzas Armadas, lo que, no
obstante, debe arbitrarse normativamente de tal manera
que su regulación no suponga injerencia en asuntos inter-
nos de otros Estados, ni una colisión con las normas
de Derecho Internacional, ni con el concepto tradicional
de las Fuerzas Armadas y la misión constitucionalmente
asignada.

La Defensa Nacional y, como parte de ella, la defensa
militar es responsabilidad esencial de los ciudadanos
españoles. Por ello, el acceso de extranjeros a las Fuerzas
Armadas ha de restringirse de forma proporcionada al
objetivo perseguido, con el propósito de evitar un des-
plazamiento cuantitativo y cualitativo de aquélla. Para
lograrlo, se adecua la carrera militar de los extranjeros
que acceden a las mismas, en la medida precisa para
la consecución de la doble finalidad de su plena inte-
gración y de su colaboración en la política de personal
de las Fuerzas Armadas dentro del proceso de plena
profesionalización de estas últimas, lo que conduce a
limitar los países cuyos nacionales pueden optar al acce-
so a los Ejércitos en función de los especiales y tra-
dicionales vínculos históricos, culturales e incluso lingüís-
ticos que les unen a España.

Artículo único. Modificación de la Ley 17/1999, de 18
de mayo, de Régimen del Personal de las Fuerzas
Armadas.

1. Se añade un segundo párrafo al apartado 1 del
artículo 2 de la Ley 17/1999, del siguiente tenor:

«También tendrán consideración de militares
profesionales los extranjeros vinculados a las Fuer-
zas Armadas con la condición de militar profesional
de tropa y marinería de carácter temporal, en los
términos establecidos en la presente Ley.»

2. Se añade un segundo párrafo al apartado 1 del
artículo 62 de la Ley 17/1999, del siguiente tenor:

«Los extranjeros podrán acceder a la enseñanza
militar de formación para adquirir la condición de
militar profesional de tropa y marinería de carácter
temporal en la forma establecida en el artículo
68 bis de esta Ley.»

3. Se añade un segundo párrafo al apartado 2 del
artículo 63 de la Ley 17/1999, del siguiente tenor:

«Lo dispuesto en el párrafo precedente se entien-
de sin perjuicio de lo establecido en el artículo
68 bis en relación con el acceso de extranjeros
a la condición de militar profesional de tropa y
marinería.»

4. Se añade un artículo 68 bis a la Ley 17/1999,
del siguiente tenor:

«Artículo 68 bis. Acceso de extranjeros a militar
profesional de tropa y marinería.

1. Los extranjeros que sean nacionales de los
países que reglamentariamente se determinen de
entre aquellos que mantienen con España espe-
ciales y tradicionales vínculos históricos, culturales
y lingüísticos, podrán acceder a la condición de
militar profesional de tropa y marinería en los tér-
minos de los apartados siguientes de este artículo,
y sin perjuicio de lo determinado en el párrafo
segundo del artículo 68 de la Ley, siempre que,
por la legislación de su país de origen o por cuanto
pueda establecerse en convenios internacionales,
no pierdan su nacionalidad al entrar al servicio de
las Fuerzas Armadas Españolas ni tengan prohi-
bición de alistamiento militar en las mismas.

2. La relación jurídico-pública de carácter espe-
cial que se establece con la firma del compromiso
se rige exclusivamente por la presente Ley y las
normas reglamentarias que la desarrollen.

La relación de servicios profesionales con las
Fuerzas Armadas se establecerá mediante la firma
de un compromiso único que tendrá una duración,
a contar desde el nombramiento como alumno del
centro docente militar de formación correspondien-
te, de tres años, y surtirá, desde la fecha de su
firma, los efectos pertinentes a los fines de resi-
dencia y permiso de trabajo.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior,
aquellos que a la finalización de este compromiso
hayan adquirido la nacionalidad española y quieran
continuar prestando servicios como militar profe-
sional de tropa y marinería en las Fuerzas Armadas,
podrán establecer nuevos compromisos de acuerdo
con lo establecido en el artículo 95 de esta Ley.

3. Para el ingreso de extranjeros en los centros
docentes militares de formación se exigirán, ade-
más de los establecidos en el apartado 2 del artícu-
lo 63, salvo el referido a la nacionalidad española,
los requisitos siguientes:

a) Tener la residencia legal en España;
b) No figurar como rechazable en el espacio

territorial de países con los que España haya fir-
mado un convenio en tal sentido;

c) Tener la mayoría de edad con arreglo a lo
dispuesto a su ley nacional; y

d) Carecer de antecedentes penales en España
o en sus países anteriores de residencia por delitos
existentes en el ordenamiento español.

4. Reglamentariamente se determinará el cupo
de plazas que se ofertarán para el acceso de extran-
jeros, con indicación de las especialidades, unidad
o unidades y, en su caso, porcentaje de vacantes
en estas últimas.

Asimismo, se determinarán reglamentariamente
las especificidades de la enseñanza militar de for-
mación de los extranjeros para su acceso a la con-
dición de militares profesionales de tropa y mari-
nería de carácter temporal, que tendrá en todo
caso, como una de sus finalidades, la de propor-
cionarles una instrucción adecuada acerca de los
principios y valores constitucionales y las institu-
ciones, así como en los conocimientos básicos his-
tóricos y culturales de España.

5. En caso de resolución o finalización del com-
promiso, si aún no hubieran adquirido la naciona-
lidad española, quedarán sometidos al régimen
general de derechos y obligaciones aplicable a los
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extranjeros, sin que les sea de aplicación lo dis-
puesto en el artículo 169 de la presente Ley.

6. A los que hayan solicitado la adquisición de
la nacionalidad española se les podrá prorrogar,
en su caso y en los términos que se establezcan
reglamentariamente, el compromiso que tuviesen
firmado hasta la finalización del procedimiento ins-
truido a tal fin.»

5. Se añade un párrafo f) al apartado 1 del artícu-
lo 83 de la Ley 17/1999, del siguiente tenor:

«f) En el supuesto de extranjeros, perder la
nacionalidad de origen sin adquirir la española o
cualquiera otra de las que permiten el acceso a
la condición de militares profesionales de tropa y
marinería.»

6. Se añade un párrafo m) al apartado 3 del artícu-
lo 148 de la Ley 17/1999, del siguiente tenor:

«m) En el supuesto de militares profesionales
de tropa y marinería extranjeros, perder la nacio-
nalidad de origen sin adquirir la española o cual-
quiera otra de las referidas en el artículo 68.bis
de esta Ley que permiten el acceso a aquella con-
dición.»

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.
Madrid, 5 de julio de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

13356 LEY 33/2002, de 5 de julio, de modificación
del artículo 28 del texto refundido de la Ley
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado
por Real Decreto legislativo 1/1995, de 24
de marzo.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 28 del Estatuto de los Trabajadores con-
sagra el principio de «igualdad de remuneración por
razón de sexo». Sin embargo, su alcance se revela limi-
tado al concepto técnico-jurídico de salario, ya sea en
su modalidad de salario base o de complementos sala-
riales, dejando fuera de su ámbito de aplicación otras
percepciones económicas que el trabajador pueda recibir
con ocasión de su contrato de trabajo.

Por su parte, el Derecho Comunitario, tanto originario
como derivado, consagra el denominado «Principio de
Igualdad de Retribución». Así sucede en el artículo 141
(antiguo artículo 119) del Tratado Constitutivo de la
Comunidad Europea y en la Directiva 75/117/CEE,
de 10 de febrero. Ambos textos ofrecen un ámbito de
aplicación material más amplio que el que sugiere nues-
tro Estatuto de los Trabajadores, interpretado en su lite-
ralidad. Así, las fuentes europeas garantizan expresa-
mente que la satisfacción por parte del empresario de
cualesquiera percepciones económicas, con indepen-

dencia de su naturaleza salarial o extrasalarial, respon-
derá al principio de igualdad entre trabajadores y tra-
bajadoras.

Así las cosas, parece obligado transponer adecua-
damente el Derecho Comunitario, modificando para ello
el artículo 28 del texto refundido de la Ley del Estatuto
de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto legis-
lativo 1/1995, de 24 de marzo, de modo que, susti-
tuyendo el principio de igualdad salarial hasta la fecha
vigente, se incorpore expresamente el «principio de igual-
dad retributiva».

Artículo único.

El artículo 28 del texto refundido de la Ley del Estatuto
de los Trabajadores queda redactado de la siguiente
forma:

«Artículo 28. Igualdad de remuneración por razón
de sexo.

El empresario está obligado a pagar por la pres-
tación de un trabajo de igual valor la misma retri-
bución, satisfecha directa o indirectamente, y cual-
quiera que sea la naturaleza de la misma, salarial
o extrasalarial, sin que pueda producirse discrimi-
nación alguna por razón de sexo en ninguno de
los elementos o condiciones de aquélla.»

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 5 de julio de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

13357 CORRECCIÓN de errores de las Enmiendas
propuestas por Portugal a los anejos A y B
del Acuerdo Europeo sobre Transporte Inter-
nacional de Mercancías Peligrosas por Carre-
tera (ADR), hecho en Ginebra el 30 de sep-
tiembre de 1957.

Advertidos errores en las Enmiendas propuestas por
Portugal a los anejos A y B del Acuerdo Europeo sobre
Transporte Internacional de Mercancías Peligrosas por
Carretera (ADR), hecho en Ginebra el 30 de septiembre
de 1957, publicadas en el «Boletín Oficial del Estado»
número 70, de 22 de marzo de 2002, se procede a
efectuar las oportunas rectificaciones:

Fascículo primero del suplemento del «Boletín Oficial
del Estado» número 70:

En la página 14, primera columna, en la Sección
1.1.3.6.2, donde dice: «... S01(3) y (6), S02(1) y (3),
S04...», debe decir: «... S1, S2(1), S4...».

En la página 51, primera columna, en la Sección
2.1.1.2, epígrafe B, donde dice: «ADESIVOS», debe decir:
«ADHESIVOS».

En la página 70, segunda columna, en la Sección
2.2.3.1.1, en la nota 6, donde dice: «... son materias


